MEDIDAS CAUTELARES EN EL CODIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – Procedencia. Solicitud. Declaración. Sustentación. Alcance. Oficiosidad en acción de tutela y populares.
Las medidas cautelares reguladas por el CPACA, pueden ser solicitadas y decretadas en cualquier proceso declarativo que se ventile ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. Presentada la demanda, el juez podrá decretar medidas cautelares en cualquier estado del proceso.  La parte demandante tiene la carga de sustentar debidamente la solicitud de medidas cautelares.   El auto que resuelva la solicitud de medidas cautelares debe ser motivado.   El juez decretará las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, de manera provisional, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia.   No constituye prejuzgamiento resolver la solicitud de medidas cautelares, es decir, la decisión sobre medias cautelares no perturba la imparcialidad de fallador.   En las acciones populares y de tutela, que conozca el juez contencioso administrativo, las medias cautelares pueden ser decretadas de oficio. 
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 229
MEDIDAS CAUTELARES EN EL CODIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO- Suspensión provisional. Requisitos 
 Encuentra el Despacho en el artículo 231 del CPACA dos opciones como fuente para decidir sobre la procedencia de la medida cautelar: la primera de ellas es que la solicitud se encuentre formulada en el texto de la demanda o en un escrito separado que contenga la sustentación de la violación de normas superiores y que, además de ello, esa confrontación del acto acusado persuada de la razón de ilegalidad aducida por la parte actora. La segunda, es que el petente aporte las pruebas que conduzcan a la persuasión de la violación de las disposiciones invocadas en la demanda.   De conformidad con lo expuesto, la solicitud de medida cautelar se decide atendiendo el resultado del cotejo entre el acto administrativo acusado y las normas superiores que se dicen violadas, o por deducción resultante del estudio de acervo probatorio allegado con la solicitud de suspensión provisional.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 231
SALARIO MINIMO LEGAL – Parámetros de fijación por la Comision Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales. Fijación por el Gobierno / INFLACION – Concepto. No debe afectar la remuneración del trabajador
Los parámetros para el cálculo del salario mínimo están constituidos por las propuestas de las partes de la negociación, la inflación y los restantes factores previstos por ley y que inciden en su determinación. Para los fines de la presente decisión, se estudiarán tan solo los dos primeros. El Decreto 2552 de 2015 regula el salario mínimo para el segmento más pobre de la población nacional y es por ello que la determinación del salario mínimo legal tiene que estar en relación directa con la inflación que afecta a las personas que integran ese grupo de habitantes y no a todos los trabajadores del país. Es así como se entiende el mandato constitucional y legal para este caso particular en cuanto a la inflación causada en el año 2015.   La inflación, entendida como la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, es un fenómeno de suyo lesivo para toda la sociedad, que afecta muy especialmente a quienes tienen en el salario su fuente de ingresos para cubrir las necesidades de carácter personal y familiar. En ese orden de ideas y al amparo de nuestro ordenamiento constitucional y legal y de conformidad con las disposiciones convencionales adoptadas por la OIT, se hace imperativo procurar que la remuneración del trabajador colombiano no resulte afectada por ese fenómeno económico.  Finalmente sobre este aspecto, considerando que en la negociación que se realiza en la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales surgen propuestas de los representantes de las dos partes de la relación laboral, es decir, de los empleadores y de los trabajadores, resulta pertinente señalar que el ofrecimiento máximo de los empleadores y la exigencia mínima de los trabajadores, constituyen el piso y el techo dentro de los cuales el Gobierno Nacional, en caso de no existir acuerdo entre aquellos, podrá establecer el salario mínimo, siempre y cuando no se desconozca la restricción constitucional sobre el poder adquisitivo de la remuneración laboral. NOTA DE RELATORIA. Sobre la protección del ingreso real y móvil de los trabajadores con menores ingresos, Corte Constitucional, sentencia C-911/12.

SALARIO MININO – Fijación por el Gobierno Nacional. Desconocimiento de la tasa inflacionaria. No podía tener en cuenta hechos futuros a la expedición del acto.
Se encuentra acreditado en el expediente que mediante el Decreto 2552 de 2015 se efectuó por el Gobierno Nacional un incremento del salario mínimo mensual para el año 2016 en la cantidad equivalente al siete por ciento (7%).Consta igualmente que con posterioridad a la expedición del citado decreto, en reporte oficial del DANE del 5 de enero de 2016, que la inflación causada durante el año 2015 para los estratos 1 a 3 fue del siete punto veintiséis por ciento (7,26%).Se evidencia allí que el argumento del demandante sobre el desconocimiento de la tasa inflacionaria que fue certificada por el DANE en el mes de enero de 2016, no puede ser acogido, porque no se le puede exigir al Gobierno Nacional, que al momento de expedir un acto administrativo, tenga en cuenta hechos futuros de los cuales aún no se tiene conocimiento.Esa obviedad lógica es la misma que sirve de fundamento jurídico para el estudio de legalidad de los actos administrativos, expedidos con base en una realidad previa o concomitante a su expedición, lo cual explica por qué el artículo 44 del CPACA establece que las decisiones que adopte la administración debe “proporcional a los hechos que le sirven de causa”. 

FUENTE FORMAL :  LEY 1437 DE 2011- ARTICULO 44
MEDIDA CAUTELAR DE SUSPENSION PROVISIONAL DEL ACTO DE FIJACION DEL SALARIO MINIMO - Necesidad. Carga de la prueba
Revisada la solicitud de suspensión provisional y la oposición presentada por las autoridades vinculadas al proceso, encuentra el Despacho improcedente acceder a la medida cautelar, al evidenciar que el demandante no cumplió con la carga de acreditar la necesidad de decretar la suspensión provisional del acto demandado, ni la idoneidad de dicha medida para proteger y garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia.  En efecto, el actor se limitó simple y llanamente de allegar la copia del acto demandado, dejando de realizar el más mínimo esfuerzo probatorio para demostrar la necesidad de disponer la suspensión provisional y acreditar que resulta mucho más beneficioso para el interés público acceder a la medida cautelar que denegarla.

FUENTE FORMAL: DECRETO 2552 DE 2015 / LEY 278 DE 1996 – ARTICULO 2

CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO
SECCION SEGUNDA
SUBSECCION “A”

Consejero ponente: GABRIEL VALBUENA HERNANDEZ

Bogotá D.C, siete (07) de abril de dos mil dieciséis (2016)
Radicación número: 11001-03-25-000-2016-00019-00(0034-16)

Actor: ANDRES DE ZUBIRIA SAMPER
Demandado: MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO, MINISTERIO DEL TRABAJO
Asunto.
Ley 1437 de 2011 – Auto que resuelve una solicitud de medida cautelar formulada por la parte actora.

Procede el Despacho a decidir si es o no procedente decretar la suspensión provisional del Decreto 2552 del 30 de diciembre de 2015 proferido por el Gobierno Nacional -Ministerios de Hacienda y Crédito Público y del Trabajo-, por medio del cual se fijó el salario mínimo legal mensual para el año 2016, en atención a la solicitud formulada por el demandante.

Antes de pronunciarse sobre el fondo del asunto, es preciso poner de relieve que de conformidad con lo previsto en el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011, las medidas cautelares que llegaren a adoptarse en el curso de un proceso contencioso administrativo, no constituyen ningún prejuzgamiento. En ese orden de ideas, las decisiones preventivas, conservativas, anticipativas o suspensivas que se hubieren adoptado de manera provisoria, si bien pueden llegar a volverse definitivas o permanentes en la providencia que ponga fin al proceso, también pueden ser levantadas, modificadas o revocadas por la misma autoridad judicial que las dictó, por el superior jerárquico -si lo hubiere- o por la Sala,  Sección o Subsección a la cual pertenezca el Magistrado Ponente, en los términos previstos por los artículos 235 y 236 del CPACA. 

De acuerdo con lo expuesto, el hecho de que se haya denegado o concedido una medida cautelar, no significa en modo alguno que el operador judicial quede indefectiblemente obligado a tener que reiterar y mantener los mismos criterios que lo llevaron a decretar la medida provisoria deprecada y menos aún a adoptar en el mismo sentido las decisiones de mérito que pongan fin al proceso.
En ese contexto, la decisión con respecto a las medidas cautelares corresponde al Consejero Ponente, en tanto que la decisión de fondo es de competencia del juez colegiado.

I. La solicitud de suspensión provisional

A juicio de la parte actora, el acto acusado debe ser suspendido provisionalmente por ser violatorio de lo dispuesto en los artículos 1 y 25 de la Constitución Política y en el artículo 8 de la Ley 278 de 1996. 

Considera el demandante que el aumento salarial decretado por el gobierno nacional es “pírrico” y atenta contra uno de los derechos basilares del Estado Social y Democrático de Derecho, como lo es el derecho al trabajo, pues según cifras del DANE el índice de inflación correspondiente al año 2015 ascendió al 6.77%, lo cual lleva a concluir que si bien se decretó un incremento del 7%, dicho aumento tan solo alcanzó en la práctica un 0.23%, sin perder de vista que en el caso de los estratos 1, 2 y 3 la inflación llegó a ser de 7.26% y en algunas ciudades capitales los 9 puntos porcentuales.

Señaló igualmente la parte actora que el Gobierno Nacional desconoció los criterios legales establecidos en la Ley 278 de 1996 para la fijación del salario mínimo legal mensual, al tener como parámetro único el índice de precios al consumidor (IPC), con lo cual incurrió en el incumplimiento de la obligación legal de considerar la meta de inflación fijada para el año 2016 por el Banco de la Republica, la productividad, la contribución de los salarios al ingreso nacional y el incremento al producto interno bruto (PIB).

Asimismo sostuvo que se soslayaron los estudios técnicos que se elaboraron para la determinación de factores importantes como es el de la productividad.

Estima por último el demandante que al expedir en esos términos el Decreto 2552 de 2015, el Gobierno desconoció la obligación constitucional de garantizar una remuneración mínima, vital y móvil. 

No sobra añadir a lo anterior, que la parte actora solicitó imprimir a su solicitud el trámite previsto para las medidas cautelares de urgencia.

II. Traslado de la solicitud a las entidades demandadas

Mediante autos calendados el 15 de febrero de 2016, este Despacho negó el tratamiento de medida cautelar de urgencia solicitado por el demandante, admitió la demanda de la referencia y ordenó correr traslado a las entidades demandadas para que se pronunciaran sobre la solicitud de medida cautelar de suspensión provisional.

III. La intervención del Ministerio de Hacienda y Crédito Público

El apoderado del Ministerio de Hacienda y Crédito Público solicitó negar la suspensión provisional del Decreto 2552 de 2015, por considerar que la solicitud presentada por la parte actora carece de fundamentación, toda vez que en ella no se hizo una debida confrontación del acto acusado con las normas presuntamente violadas.

Añadió igualmente que el actor no señaló cuál es el perjuicio irremediable que eventualmente podría llegar a causarse de no decretarse la suspensión provisional del decreto demandado y tampoco realizó el juicio de ponderación ni el análisis probatorio para demostrar que los efectos de la sentencia se tornarían nugatorios en caso de no otorgarse la medida. 

Por último, puso de presente que de acogerse la medida cautelar solicitada, se podrían ocasionar algunos efectos traumáticos y que con ella se pretende promover la coadministración de la cosa pública por parte de la rama judicial y debilitar las funciones que son propias de la Rama Ejecutiva del poder público.

IV. La intervención del Ministerio del Trabajo
.

En términos más o menos coincidentes, el apoderado del Ministerio del Trabajo considera que la solicitud de suspensión provisional no se ajusta a las exigencias de la Ley 1437 de 2011, pues el accionante no explica ni justifica en su escrito las razones por las cuales debe suspenderse la norma acusada.

Aseveró igualmente que de la argumentación del demandante no se desprende el desconocimiento de las normas en que debía fundase el acto acusado.

Frente al argumento referido a la consideración del IPC por regiones, el apoderado del Ministerio señaló que en el ordenamiento jurídico colombiano no existe fuente legal alguna que permita estimar el salario mínimo legal a partir de los índices de variación de los precios por ciudades y regiones, por cuanto las Leyes 278 de 1996 y 990 de 2005, son claras al establecer que el salario mínimo en Colombia es único para todo el país y para todas las actividades productivas.

Según su criterio, es erróneo considerar que en el asunto bajo examen se desconocieron los factores y criterios que deben aplicarse para fijar el salario mínimo legal, pues lo cierto es que la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales presentó, analizó y tuvo en cuenta el PIB, el indicador del nivel de precios de la economía, la variación de la productividad laboral, la contribución del salario al ingreso nacional, factores éstos que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Constitucional, no son aditivos.

Refutó asimismo las afirmaciones referidas al desconocimiento de los estudios técnicos atinentes a la productividad, pues lo cierto es que el cálculo presentado por el Departamento de Planeación Nacional fue debidamente avalado por los equipos técnicos de la ANDI, ASOBANCARIA, SAC, ACOPI, CGT y CTC.

Finalmente adujó que de llegar a suspenderse la norma acusada, los trabajadores dejarían de percibir el incremento decretado por la misma, lo que de manera concatenada conllevaría a la afectación de una gran cantidad de transacciones y negocios en la economía nacional.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público hace referencia a la normas de la Ley 1437 de 2011 sobre los requisitos para decretar medidas cautelares, cita algunas providencias de la Sección Cuarta sobre la necesidad de que se vislumbre una “apariencia de buen derecho”, es decir, que en el proceso aparezcan debidamente fundadas las pretensiones del demandante con la demostración, con un juicio de ponderación de intereses que permita definir si resultar más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla y que se advierta algún riesgo con respecto a la efectividad de la sentencia. 

V. Las medidas cautelares y su regulación en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.
En general las medidas cautelares, además de contribuir a garantizar una tutela judicial efectiva, son un instrumento procesal idóneo para la realización de una justicia material y no meramente formal. En ese sentido, la Corte Constitucional ha expresado lo siguiente:

“Para la Corte, las medidas cautelares, son aquellos instrumentos con los cuales el ordenamiento protege, de manera provisional, y mientras dura el proceso, la integridad de un derecho que es controvertido en ese mismo proceso. De esa manera el ordenamiento protege preventivamente a quien acude a las autoridades judiciales a reclamar un derecho, con el fin de garantizar que la decisión adoptada sea materialmente ejecutada. 

Por ello, esta Corporación señaló, en casos anteriores, que estas medidas buscan asegurar el cumplimiento de la decisión que se adopte, porque los fallos serían ilusorios si la ley no estableciera mecanismos para asegurar sus resultados, impidiendo la destrucción o afectación del derecho controvertido.”

En procesos en los cuales se pretende la nulidad de un acto administrativo, las medidas cautelares han cumplido muy papel muy importante, tal y como lo reconoció el Consejo de Estado en vigencia del anterior Código Contencioso Administrativo (CCA):

“Ahora bien, la importancia de la suspensión provisional, como medida cautelar que es, exalta la labor que cumple la Sala cuando resuelve este tipo de solicitudes, pues la tarea que tiene de determinar, anticipadamente –con los requisitos que establece la ley-, si una norma, sobre la cual no se dictará sentencia aún, se ajusta al ordenamiento jurídico superior, debe realizarse sobre la base de la auto-comprensión que la Corporación debe tener acerca de que el control a la administración es posible hacerlo –y así debe ser- de manera pronta y oportuna, con ayuda del instituto de la suspensión provisional, con el cual se puede alcanzar un sistema de justicia administrativa más rápido y eficiente, por lo menos en lo que al control de legalidad se refiere”.
 

Esta Corporación ha puesto de relieve en algunos de sus pronunciamientos que uno de los cambios más trascendentales que trajo consigo el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -CPACA- es precisamente el de robustecer la regulación en materia de medidas cautelares en el proceso contencioso administrativo. 
 

Según se dispone en el artículo 229 de la precitada codificación, “[e]n todos los procesos declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. La decisión sobre la medida cautelar no significa prejuzgamiento. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser decretadas de oficio.”

De la norma anteriormente trascrita, se pueden extractar las siguientes consideraciones:

· Las medidas cautelares reguladas por el CPACA, pueden ser solicitadas y decretadas en cualquier proceso declarativo que se ventile ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

· Presentada la demanda, el juez podrá decretar medidas cautelares en cualquier estado del proceso.

· La parte demandante tiene la carga de sustentar debidamente la solicitud de medidas cautelares.

· El auto que resuelva la solicitud de medidas cautelares debe ser motivado.

· El juez decretará las medidas cautelares que considere necesarias para proteger y garantizar, de manera provisional, el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia.

· No constituye prejuzgamiento resolver la solicitud de medidas cautelares, es decir, la decisión sobre medias cautelares no perturba la imparcialidad de fallador.

· En las acciones populares y de tutela, que conozca el juez contencioso administrativo, las medias cautelares pueden ser decretadas de oficio. En tratándose de otros medios de control, deberá mediar una petición de parte. 

En aras de garantizar que el decreto de medidas cautelares sirva a la finalidad que les señala el ordenamiento jurídico, es preciso que el operador judicial haga una juiciosa interpretación de la solicitud de medidas cautelares, adaptándola de oficio a las necesidades o circunstancias particulares del caso
.

Por otra parte, el artículo 231 del CPACA define los requisitos para decretar la suspensión provisional de un acto administrativo como medida cautelar, norma que al respecto establece: 

Artículo  231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos.

Encuentra el Despacho en el artículo 231 del CPACA dos opciones como fuente para decidir sobre la procedencia de la medida cautelar:  la primera de ellas es que la solicitud se encuentre formulada en el texto de la demanda o en un escrito separado que contenga la sustentación de la violación de normas superiores y que, además de ello, esa confrontación del acto acusado persuada de la razón de ilegalidad aducida por la parte actora. La segunda, es que el petente aporte las pruebas que conduzcan a la persuasión de la violación de las disposiciones invocadas en la demanda.

De conformidad con lo expuesto, la solicitud de medida cautelar se decide atendiendo el resultado del cotejo entre el acto administrativo acusado y las normas superiores que se dicen violadas, o por deducción resultante del estudio de acervo probatorio allegado con la solicitud de suspensión provisional.

VI. La motivación del acto administrativo cuya nulidad se ha demandado.
En las consideraciones del Decreto 2552 de 2015, se hace una minuciosa exposición de los antecedentes que dieron lugar a la expedición de ese acto administrativo y se citan los fundamentos constitucionales y legales que le sirven de sustento, destacando que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 53, 333 y 334 en la fijación del salario mínimo debe tenerse en cuenta “la remuneración mínima, vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad de trabajo, la función social de la empresa y los objetivos constitucionales de la dirección general de la economía a cargo del Estado, como principio mínimos fundamentales”.

Por otra parte, en dichas consideraciones se hizo énfasis en el papel que cumple la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, destacando que cuando no es posible lograr el consenso sobre el incremento del salario mínimo, el Gobierno Nacional queda habilitado para determinarlo conforme el artículo 8º ibídem “teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el Comité Tripartito de Productividad … además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del Producto Interno Bruto (PIB) y el Índice de Precios al Consumidor (IPC)”.

Relata igualmente con algún grado de detalle cómo se desarrolló esa etapa de concertación en la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, donde la Subcomisión de Productividad se encargó “de definir la metodología y el porcentaje de productividad en el 2015”, estimada por el Departamento Nacional de Planeación en 0.5% y la Central Unitaria de Trabajadores en 1.0%. Allí se afirma que la contribución de los salarios al ingreso nacional, se entiende incorporada en la estimación de la productividad.

Se explica a continuación en dichas consideraciones que el Banco de la República dentro de cierta banda “espera que la inflación al final del periodo sea de 3%, de conformidad con la Ley 31 de 1992. Sin embargo, expresó que dados los choques externos de oferta experimentados en el año 2015, proyecta que el nivel de precios oscile entre el 4.3% y 4.8%, para el año 2016 y que se espera que el nivel de precios converja al rango meta en el año 2017”.

Luego menciona a los funcionarios que representaron al Estado y los voceros de trabajadores y los de empleadores, para señalar las diferentes ofertas de incremento del salario mínimo hasta la última: por empleadores del 6.8% mientras por los trabajadores se ofreció por la CUT 11% y conjuntamente por CGT, CTC y CDP 8.5%. 

Concluye su motivación expresando que “a falta de acuerdo tripartito para la fijación del salario mínimo en el marco de la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, es competencia del Gobierno la determinación de dicho incremento, con base en las variables económicas allí señaladas”, por lo que decreta para el año 2016 un salario mínimo legal mensual de $689.455.oo.

VII. Parámetros legales para fijar el Gobierno Nacional el salario mínimo mensual.

Las disposiciones de nuestro ordenamiento jurídico establecen los parámetros mínimos a partir de los cuales el Gobierno Nacional debe fijar el salario mínimo mensual, cuando quiera que su determinación concertada resulte fallida por falta de acuerdo entre empleadores y trabajadores. 

Sobre el particular la Ley 278 de 1996 dispone lo siguiente:

Artículo 2º. La comisión permanente de concertación de políticas salariales y laborales tendrá las siguientes funciones:

a)  Fomentar las buenas relaciones laborales con el fin de lograr la justicia dentro de un espíritu de coordinación económica y equilibrio social;

b)  Contribuir a la solución de los conflictos colectivos de trabajo, contemplados en el título II de la parte segunda del Código Sustantivo de Trabajo;

c)  Fijar de manera concertada la política salarial, teniendo en cuenta los principios constitucionales que rigen la materia;

d)  Fijar de manera concertada el salario mínimo de carácter general, teniendo en cuenta que se debe garantizar una calidad de vida digna para el trabajador y su familia;
e)  Fijar de manera concertada la política laboral mediante planes estratégicos sobre estos asuntos: bienestar de los trabajadores; adopción de nuevas formas de capacitación laboral; creación de empleo; mejoramiento de la producción y la productividad; remuneración mínima vital y móvil proporcional a la cantidad y calidad del trabajo; redistribución equitativa del ingreso; reconversión industrial y recalificación laboral; participación de los trabajadores en la gestión de las empresas; universalización de la seguridad social; garantía de los derechos de la mujer, del menor trabajador y de otros trabajadores vulnerables y garantía de los derechos sindicales;

f)  Revisar la ejecución de las medidas y políticas adoptadas en desarrollo de sus funciones y fijar los cambios y ajustes que la comisión crea convenientes;

g)  Definir estrategias de desarrollo para los trabajadores independientes y de la economía solidaria;

h)  Preparar los proyectos de la ley en materias sujetas a su competencia, para que el gobierno los presente al Congreso de la República; 

i)  Absolver las consultas que el gobierno formule anualmente sobre: …

Artículo  8º. Las decisiones de la comisión serán adoptadas por consenso. El voto de cada sector representativo será el de la mayoría de sus miembros.

Parágrafo. Para la fijación del salario mínimo, la comisión deberá decidir a más tardar el quince (15) de diciembre. Si no es posible concertar, la parte o partes que no estén de acuerdo deben, obligatoriamente, explicar por escrito las razones de la salvedad dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. Las partes tienen la obligación de estudiar esas salvedades y fijar su posición frente a ellas en el término de las siguientes cuarenta y ocho (48) horas. De nuevo, la comisión deberá reunirse para buscar el consenso según los elementos de juicio que se hubieren allegado antes del treinta (30) de diciembre.

Cuando definitivamente no se logre el consenso en la fijación del salario mínimo, para el año inmediatamente siguiente, a más tardar el treinta (30) de diciembre de cada año, el gobierno lo determinará teniendo en cuenta como parámetros la meta de inflación del siguiente año fijada por la Junta del Banco de la República y la productividad acordada por el comité tripartito de productividad que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; además, la contribución de los salarios al ingreso nacional, el incremento del producto interno bruto (PIB) y el índice de precios al consumidor (IPC)
.

De los preceptos trascritos se infiere que los parámetros para el cálculo del salario mínimo están constituidos por las propuestas de las partes de la negociación, la inflación y los restantes factores previstos por ley y que inciden en su determinación. Para los fines de la presente decisión, se estudiarán tan solo los dos primeros.

Aparte de lo expuesto, resulta imprescindible tener siempre presente que nuestro Estado está definido en el artículo 1° de la Constitución, como un Estado social de derecho. Sobre el significado y alcance de dicha definición, nuestra Corte Constitucional, en uno de sus pronunciamientos más afortunados, expresó que “Lo primero que debe ser advertido es que el término ‘social’ ahora agregado a la clásica fórmula del Estado de derecho, no debe ser entendido como una simple muletilla retórica que proporciona un elegante toque de filantropía a la idea tradicional del derecho y del Estado”
. En efecto, la incorporación de ese adjetivo calificativo en el artículo 1.º de la Carta marca un cambio de rumbo en la acción estatal y por lo mismo no es aventurado expresar que la nuestra es desde entonces una Constitución eminentemente antropocéntrica, en tanto y en cuanto la acción de las autoridades debe orientarse en todo momento a la construcción de soluciones efectivas a las necesidades del ser humano y a la protección de sus derechos y garantías.

En sintonía con ese pensamiento, resulta evidente, por una parte, que las normas laborales persiguen un propósito eminentemente tuitivo, pues están concebidas para garantizar la efectividad de los derechos de los trabajadores, y por la otra, que dichas disposiciones contribuyen a garantizar la convivencia pacífica de la sociedad en general, sin perder de vista que el derecho a percibir una remuneración mínima, vital y móvil, constituye un derecho fundamental, estrechamente asociado al postulado constitucional previsto en el artículo 1º de nuestra Carta Política. En esa línea de pensamiento, ha de entenderse que el cumplimiento de esos propósitos superiores “... no se agota con la satisfacción de las necesidades mínimas de la persona o de su grupo familiar, que simplemente le procura la mera subsistencia. Por el contrario, tiene un contenido mucho más amplio, en cuanto comprende tanto lo correspondiente a la satisfacción de las necesidades básicas de las personas para su subsistencia, como lo necesario para procurarle una vida en condiciones dignas, lo cual implica la satisfacción de necesidades tales como alimentación, vestuario, salud, educación, vivienda, recreación y medio ambiente, que consideradas todas en su conjunto, constituyen los presupuestos para la construcción de una calidad de vida aceptable para los seres humanos.”

Es evidente entonces, bajo tales consideraciones, la vinculación que existe entre el concepto de salario mínimo con varios de los denominados derechos colectivos
 en la legislación nacional. 

En cuanto a la inflación, como factor a considerar en la fijación del salario mínimo legal, encuentra el Despacho que todas las normas tienen para su aplicación tres aspectos que necesariamente el intérprete siempre considera en forma tácita o expresa: (i) la vigencia en el tiempo, (ii) la vigencia territorial, y (iii) los sujetos a quienes se destina.

En el asunto que ahora ocupa la atención del Despacho, se hace necesario observar que el Decreto 2552 de 2015 al regular el salario mínimo legal está adoptando una medida administrativa dirigida a un sector de la población, importante en número, pero no se aplicará a la remuneración de todos los colombianos, algunos por excepción extraordinaria como sucede con el salario de los congresistas que tiene ley especial
 y otros porque devengan una suma superior.

De lo anterior se evidencia que el decreto demandado regula el salario mínimo para el segmento más pobre de la población nacional y es por ello que la determinación del salario mínimo legal tiene que estar en relación directa con la inflación que afecta a las personas que integran ese grupo de habitantes y no a todos los trabajadores del país. Es así como se entiende el mandato constitucional y legal para este caso particular en cuanto a la inflación causada en el año 2015.

La inflación, entendida como la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, es un fenómeno de suyo lesivo para toda la sociedad, que afecta muy especialmente a quienes tienen en el salario su fuente de ingresos para cubrir las necesidades de carácter personal y familiar. En ese orden de ideas y al amparo de nuestro ordenamiento constitucional y legal y de conformidad con las disposiciones convencionales adoptadas por la OIT, se hace imperativo procurar que la remuneración del trabajador colombiano no resulte afectada por ese fenómeno económico. 

Esa necesaria protección sobre la constancia del salario del trabajador de menores ingresos fue llevada a rango constitucional:

“No tiene que ser igual, ni fáctica ni jurídicamente, el tratamiento de quienes reciben el salario mínimo de aquél previsto para quienes reciben salarios superiores al mínimo. El mantener el poder adquisitivo de los salarios bajos, ha dicho esta Corporación, tiene el carácter de intangible, en razón a la protección constitucional reforzada que la Constitución les dispensa. Por el contrario, quienes ganan salarios más altos no son necesariamente sujetos de una protección salarial reforzada y su derecho a mantener el poder adquisitivo real del salario puede recibir distinto tratamiento, siempre que sea razonable”.
 (Negrillas ajenas a la fuente)
Con el propósito de enfatizar en la obligatoriedad de la anterior decisión, se tendrá presente lo expresado por la Corte Constitucional en su Sentencia T-341 de 2008, en cuanto a “que la jurisprudencia de la Corte Constitucional es desconocida cuando se aplican disposiciones legales que han sido declaradas inexequibles por sentencias de constitucionalidad; cuando se aplican disposiciones legales cuyo contenido normativo ha sido encontrado contrario a la Constitución; cuando se desconoce la ratio decidendi de sentencias de constitucionalidad; o cuando se contraría el alcance de los derechos fundamentales fijado por la Corporación a través de la ratio decidendi de sus sentencias. ”

El propósito de la anterior cita sobre la obligatoriedad de las sentencias de constitucionalidad se hace para precisar los límites dentro de los cuales se puede realizar la interpretación del artículo 8 de la Ley 278 de 1996:

“Sólo en los términos de esta Sentencia, declarar EXEQUIBLE el artículo 8 de la Ley 278 del 30 de abril de 1996, en el entendido de que, al fijar el salario mínimo, en caso de no haberse logrado consenso en la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales, el Gobierno deberá motivar su decreto, atendiendo, con el mismo nivel e incidencia, además de la meta de inflación del siguiente año, a los siguientes parámetros: la inflación real del año que culmina, según el índice de precios al consumidor; la productividad acordada por la Comisión Tripartita que coordina el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; la contribución de los salarios al ingreso nacional; el incremento del producto interno bruto (PIB); y con carácter prevalente, que habrá de reflejarse en el monto del aumento salarial, la especial protección constitucional del trabajo (art. 25 C.P.) y la necesidad de mantener una remuneración mínima vital y móvil (art. 53 C.P.); la función social de la empresa (art. 333 C.P.) y los objetivos constitucionales de la dirección general de la economía a cargo del Estado (art. 334 C.P.), uno de los cuales consiste en "asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan acceso a los bienes y servicios básicos".
 (La negrilla es ajena al texto)
Finalmente sobre este aspecto, considerando que en la negociación que se realiza en la Comisión Permanente de Concertación de Políticas Salariales y Laborales surgen propuestas de los representantes de las dos partes de la relación laboral, es decir, de los empleadores y de los trabajadores, resulta pertinente señalar que el ofrecimiento máximo de los empleadores y la exigencia mínima de los trabajadores, constituyen el piso y el techo dentro de los cuales el Gobierno Nacional, en caso de no existir acuerdo entre aquellos, podrá establecer el salario mínimo, siempre y cuando no se desconozca la restricción constitucional sobre el poder adquisitivo de la remuneración laboral. 

VIII. El caso concreto.
Se encuentra acreditado en el expediente que mediante el Decreto 2552 de 2015 se efectuó por el Gobierno Nacional un incremento del salario mínimo mensual para el año 2016 en la cantidad equivalente al siete por ciento (7%).

Consta igualmente que con posterioridad a la expedición del citado decreto, en reporte oficial del DANE del 5 de enero de 2016, que la inflación causada durante el año 2015 para los estratos 1 a 3 fue del siete punto veintiséis por ciento (7,26%).

Se evidencia allí que el argumento del demandante sobre el desconocimiento de la tasa inflacionaria que fue certificada por el DANE en el mes de enero de 2016, no puede ser acogido, porque no se le puede exigir al Gobierno Nacional, que al momento de expedir un acto administrativo, tenga en cuenta hechos futuros de los cuales aún no se tiene conocimiento.

Esa obviedad lógica es la misma que sirve de fundamento jurídico para el estudio de legalidad de los actos administrativos, expedidos con base en una realidad previa o concomitante a su expedición, lo cual explica por qué el artículo 44 del CPACA establece que las decisiones que adopte la administración debe “proporcional a los hechos que le sirven de causa”. 

En la solicitud de medida cautelar básicamente se señalan los mismos argumentos expresados en la demanda y no hay pruebas adicionales que justifiquen la suspensión del Decreto 2552 de 2015 lo cual conduce a la conclusión de que el actor incurrió en una insuficiente motivación de la solicitud formulada por el actor.

En efecto, la distinción que hace el demandante sobre los distintos porcentajes de inflación que se presentan en las diferentes ciudades del país, es de suyo irrelevante en tratándose de la determinación del salario mínimo legal, porque por expresa disposición legal, éste se fija de manera uniforme para todo el país y para todos los sectores económicos y no de manera diferenciada como aquél  lo pretende, por lo cual ese cargo no tiene la idoneidad suficiente para establecer la procedencia de la medida cautelar solicitada.

En cuanto al hecho de no haber tenido en cuenta los demás factores que debe considerar el Gobierno Nacional para la fijación del salario mínimo legal mensual, el Despacho observa que en las consideraciones del acto demandado se encuentra atendida dicha exigencia legal.

En efecto, en cuanto al crecimiento del producto interno bruto -PIB-, éste punto aparece sustentado el 7 de diciembre de 2015 por el Viceministro Técnico de Hacienda y el día 10 de ese mismo mes la variación del índice de precios al consumidor –IPC- fue debidamente soportada por el DANE.

Igualmente, en el Decreto 2552 de 2015 se hace referencia al estudio técnico relacionado con la variación de la productividad, elaborado por la Subcomisión que se encarga de “definir la metodología, calcular y definir (sic) el valor de la productividad”; los análisis sobre la contribución del salario mínimo al ingreso nacional y la inflación proyectada, elaborados por el Departamento Nacional de Planeación. 

Al abordar el Ministerio del Trabajo el aspecto del salario mínimo vital y móvil, afirma que el incremento dispuesto por el gobierno respetó esos conceptos, para lo cual presenta el histórico del comportamiento del salario mínimo a partir del año 2000 y su variación y comparación con el IPC, afirmando que “siempre ha sido móvil en tanto ha sido fijado por encima de la variación de previos de la economía, garantizando el poder adquisitivo de los trabajadores”.

El Ministerio del Trabajo concluye en cuanto al IPC, que el Gobierno Nacional atendió los criterios legales y jurisprudenciales, que se tuvieron en cuenta todos los factores que había analizado la Comisión Permanente de Concertación y que la medida cautelar resultaría perjudicial para la población si dejara de percibir el incremento dispuesto en el decreto cuya nulidad se ha demandado.

IX.-      Conclusiones del Despacho 
Revisada la solicitud de suspensión provisional y la oposición presentada por las autoridades vinculadas al proceso, encuentra el Despacho improcedente acceder a la medida cautelar, al evidenciar que el demandante no cumplió con la carga de acreditar la necesidad de decretar la suspensión provisional del acto demandado, ni la idoneidad de dicha medida para proteger y garantizar el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia
. 

En efecto, el actor se limitó simple y llanamente de allegar la copia del acto demandado, dejando de realizar el más mínimo esfuerzo probatorio para demostrar la necesidad de disponer la suspensión provisional y acreditar que resulta mucho más beneficioso para el interés público acceder a la medida cautelar que denegarla.

Expresado de otra manera, como quiera que en esta etapa preliminar del proceso aún no se advierte la ilegalidad del Decreto demandado, que la solicitud de suspensión provisional no se sustentó con la suficiencia necesaria para persuadir sobre su supuesta ilegalidad y que tampoco se aportó ningún medio de convicción que permita advertir o detectar los vicios de nulidad que se le endilgan al Decreto 2552 de 2015, no queda otro camino distinto al de denegar la suspensión provisional.

Por las razones expuestas, el Despacho

RESUELVE:
DENEGAR la solicitud de suspensión provisional del Decreto 2552 de 2015, expedido por el Gobierno Nacional por el cual se fijó el salario mínimo mensual en Colombia para el año 2016, formulada por la parte demandante, de conformidad con las razones expuestas en esta providencia.

Notifíquese y cúmplase,

GABRIEL VALBUENA HERNÁNDEZ

Consejero de Estado
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� Declarado exequible condicionalmente por la Corte Constitucional en Sentencia C-815 de 1999.


� Corte Constitucional. Sentencia T-406 de 1992. M. P. Ciro Angarita Barón. 


� Sentencia T-032 de 2013


� Artículo  4º.- Derechos e Intereses Colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, los relacionados con:


a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; …


c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente;


d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público; …


g) La seguridad y salubridad públicas;


h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; …


j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y oportuna; …


m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes;


… los definidos como tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional celebrados por Colombia.”


� Ley 4 de 1992 y Ley 644 de 2001


� Sentencia C-911/12


� Sentencia C-815 de 1999


� CPACA Art. 229





